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Funcionamiento, de los cuales resulta clara la compatibilidad entre la jurisdicción contable y la jurisdicción penal respecto de unos
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En el recurso al margen referenciado, los Excmos. Sres. Consejeros de la Sala expresados al margen, previa deliberación, han resuelto

dictar el siguiente:

AUTO

I.- HECHOS

PRIMERO.- En las Actuaciones Previas n° 127/95 la Delegada Instructora dictó la Providencia de 22 de marzo de 1996 por la que se

citaba a D..., a D..., a D..., a D..., al Ministerio Fiscal y al representante legal del Instituto Nacional de Empleo en Cádiz, a la práctica de la

liquidación provisional.

SEGUNDO.- D... y D... mediante escritos de fecha 1 y 2 de abril de 1996, respectivamente, interpusieron recursos del artículo 48.1 de

la Ley 7/88, contra la citada Providencia de 22 de marzo de 1996.

TERCERO.- Emplazadas las partes para comparecer ante la Sala de Justicia y recibidos en ésta los escritos de personación, por

Providencia de 24 de mayo de 1996 se acordó tener por comparecidos y partes en el presente recurso a D... y a D... en concepto de

parte recurrente y al Ministerio Fiscal en concepto de parte recurrida, y nombrar Ponente al Consejero de Cuentas Excmo. Sr. D.

Miguel C. Álvarez Bonald.

CUARTO.- Mediante escritos de 6 y 7 de junio de 1996, D... y D... formularon sus alegaciones solicitando la nulidad de las Actuaciones

Previas.

QUINTO.- El Ministerio Fiscal por escrito de 19 de julio de 1996 solicitó la desestimación del recurso por no concurrir ninguno de los

motivos tasados del artículo 48.1 de la Ley 7/1988.

SEXTO.- Por Providencia de 12 de diciembre de 1996 se acordó señalar para votación y fallo el 18 siguiente, fecha en la que tuvo lugar

el acto.

SÉPTIMO.- En la tramitación del presente recurso se han observado las normas legales y reglamentarias en vigor.

Ha sido Ponente el Excmo. Sr. D. Miguel C. Álvarez Bonald.

II.- RAZONAMIENTOS JURÍDICOS

PRIMERO.- La competencia para conocer y resolver el presente recurso corresponde a la Sala de Justicia por expresa disposición de

los artículos 48.1 y 54.2 d) de la Ley 7/1988, de 5 de abril, de Funcionamiento de este Tribunal.

SEGUNDO.- En el presente recurso es objeto de impugnación la Providencia de la Delegada Instructora de 22 de marzo de 1996 por la

que se cita a los posibles interesados a la práctica de la liquidación provisional el día 30 de abril siguiente. El primero de los

recurrentes, D... solicita la nulidad de las actuaciones hasta que exista sentencia en el orden jurisdiccional penal y subsidiariamente,

que asimismo, se anulen las actuaciones hasta la interposición del presente recurso con expreso mandato de incorporar las pruebas

propuestas por esa parte. El segundo de los recurrentes, por su parte, solicita la estimación del recurso por considerar necesaria la

práctica de las pruebas propuestas a la vez que recusa a la Delegada Instructora por falta de imparcialidad por no haberse

pronunciado sobre las diligencias solicitadas.

Para adoptar una decisión que resuelva la cuestión planteada en el presente procedimiento, que la Sala debe conocer en única

instancia, es preciso dejar sentadas las siguientes premisas: a) El recurso del artículo 48.1 de la Ley de Funcionamiento únicamente

procede, por determinación de la propia Ley que lo crea, contra resoluciones dictadas en las actuaciones previas o de instrucción, en

que no se accediera a completar las diligencias con los extremos que los comparecidos señalaren o en que se causare indefensión y

pretende, no el reconocimiento de los hechos objeto del debate, sino ofrecer a los intervinientes en aquellas actuaciones un medio de

impugnación de las resoluciones del Delegado Instructor o del órgano encargado de su tramitación que puedan minorar o

menoscabar sus posibilidades de defensa, a través de un cauce especial y sumario, cuyo contenido es limitado y dirigido a combatir

resoluciones similares a las de tipo interlocutorio en cuanto no tiene por objeto resolver de modo definitivo el fondo del asunto

sometido a enjuiciamiento contable; y b) En razón a este peculiar carácter procesal, el citado recurso sustanciado al amparo del

artículo 48.1 no produce como efecto la suspensión del procedimiento de actuaciones previas en el que se promueve, según resulta de

los términos del artículo 48.1 que lo crea y del mencionado 54.2 b), ambos de la Ley 7/1988 de Funcionamiento. En términos parecidos

dispone el artículo 64.1 de la Ley de Funcionamiento que las cuestiones incidentales que se susciten en los procesos jurisdiccionales

del Tribunal se sustanciarán en pieza separada sin suspender el curso de los autos.

No cabe por tanto, entender, como señala D..., que se trate de un recurso de apelación con efecto suspensivo y devolutivo, puesto que

no es una segunda instancia jurisdiccional sino un medio impugnatorio dirigido a combatir resoluciones similares a las de tipo

interlocutorio dictadas en la fase preparatoria de los procesos jurisdiccionales contables, de las que esta Sala conoce en única

instancia sin suspender la tramitación del proceso principal.

TERCERO.- El primero de los motivos alegados por el recurrente, D..., es el exceso de jurisdicción en que incurre este Tribunal de

Cuentas por invadir competencias del orden jurisdiccional penal, al conocer de unos mismos hechos de forma diferente.



Respecto de la compatibilidad entre la jurisdicción penal y contable esta Sala de Justicia ya ha tenido ocasión de pronunciarse en

repetidas ocasiones (citar por todas, las Sentencias de 25 de junio y 30 de septiembre de 1992, 25 y 26 de febrero de 1993, Auto de 22

de febrero de 1995 y Sentencia de 10 de marzo de 1995), mostrándose siempre a favor ex artículos 18 de la Ley Orgánica y 49.3 de la

de Funcionamiento. En efecto, de los preceptos contenidos en la Ley Orgánica -artículo 18- y en la Ley de Funcionamiento -artículo

49.3-, resulta clara la compatibilidad entre la jurisdicción contable y la penal respecto de unos mismos hechos, pues en todo caso se

enjuician responsabilidades distintas.

Por un lado, en la jurisdicción penal se manifiesta el ius puniendi del Estado como el derecho a imponer las penas previamente

definidas a las personas criminalmente responsables. Por otro lado, la jurisdicción contable tiene por objeto el enjuiciamiento de la

responsabilidad contable definida en los artículos 38.1, en relación con los artículos 15.1 y 2.b todos ellos de la Ley Orgánica 2/82, y

en el artículo 49.1 de la Ley 7/1988, que origina la indemnización de daños y perjuicios, tal y como resulta de los artículos 59.1 de la

Ley 7/1988, que delimita el contenido de la pretensión de responsabilidad contable, y 71.4 y 74 de la misma Ley en cuanto al contenido

de las sentencias recaídas en los juicios contables.

Esta caracterización legal de la pretensión contable, y, consiguientemente, de la responsabilidad de la misma naturaleza, de carácter

patrimonial y reparatorio, encaminada a la indemnización de los daños y perjuicios causados, determina, ante el enjuiciamiento de un

mismo hecho por los órdenes jurisdiccionales penal y contable, la no vulneración del principio constitucional de non bis in idem, pues

se contempla el mismo hecho desde diferentes perspectivas porque no existe una identidad de ámbito competencial entre la

jurisdicción penal y la contable.

Además, es de señalar -dado el carácter meramente reparador de la responsabilidad contable y nunca sancionadora- que el principio

de non bis in idem no puede tener cabida en nuestro ámbito, por cuanto su ubicación ha de fijarse en el ámbito de los principios de

legalidad y tipicidad de las infracciones, constitucionalizados en el artículo 25 de la Norma Fundamental (Sentencias del Tribunal

Constitucional 159/1985 de 27 de noviembre, 2/1981 de 30 de enero, 77/1983 de 3 de octubre de 1983).

Teniendo en cuenta la distinta naturaleza de la responsabilidad penal y de la contable, es claro que unos mismos hechos pueden ser

enjuiciados por ambas jurisdicciones, dado que la prevalencia del orden penal lo es sólo respecto de la fijación de los hechos y autoría

de los mismos (Sentencias del Tribunal Constitucional de 26 de julio de 1983 y de 21 de mayo de 1984), pero no respecto de la

apreciación de los hechos (Sentencia de 26 de noviembre de 1985) y de las consecuencias jurídicas que se puedan desprender de los

mismos, como así viene también a recoger la Sentencia de la Sala de 25 de febrero de 1993. En este sentido, el problema se plantea

cuando la fijación de responsabilidades civiles se lleva a cabo en la misma sentencia penal. En este supuesto hemos de tener en cuenta

que mientras para la jurisdicción contable el conocer de la responsabilidad civil derivada de determinados delitos es fruto de su

competencia básica y originaria, para la penal ese mismo conocimiento es accesorio y distinto de aquél que sustancialmente le

corresponde depurar y exigir, que no es otro que el de la responsabilidad criminal (artículos l y 111 de la Ley de Enjuiciamiento

Criminal).

Por consiguiente, en todos aquellos delitos en los que exista un daño o menoscabo en los fondos públicos, perpetrado por los que

tienen a su cargo el manejo de los mismos, si los Jueces o Tribunales Penales dictan Sentencias declarando no sólo la responsabilidad

criminal sino también la civil derivada del delito, actúan con notable exceso de jurisdicción y en un ámbito de competencias que no les

es propio, y ello compromete gravemente no solo el carácter pleno y exclusivo de la jurisdicción contable, sino también su necesidad e

improrrogabilidad, notas éstas reconocidas en el artículo 17.1 de la Ley Orgánica 2/1982. A estos efectos, la doctrina del Tribunal

(Sentencias de la Sala de 25 y 26 de febrero de 1993) es unánime en considerar que los pronunciamientos sobre responsabilidades

civiles contenidas en sentencias penales, no impide que el Tribunal de Cuentas pueda efectuar en su caso la correspondiente

declaración sobre responsabilidad contable, sin perjuicio de que en fase de ejecución se tenga en cuenta, en su caso, lo abonado

anteriormente, para evitar duplicidades en el reintegro al Erario Público.

CUARTO.- Analizaremos conjuntamente el segundo de los motivos alegados con carácter subsidiario por D... y el utilizado por el otro

recurrente, D..., ya que ambos solicitan la nulidad de las Actuaciones por no haberse admitido las pruebas por ellos propuestas.

Hay que tener presente que lo que se impugna en este recurso es la citación de los posibles interesados a la práctica de la liquidación

provisional, y no la denegación de una diligencia de prueba que pueda causar indefensión a los recurrentes. No cabe, por tanto,

analizar aquí, el conjunto de actuaciones que fueron realizadas con posterioridad a la Providencia de 22 de marzo de 1996 por la

Delegada Instructora, ya que si las partes las consideraban lesivas para sus intereses, deberían a su vez, haberlas impugnado.

Centrándonos por ello, en la citación para la práctica de la liquidación provisional, entienden los recurrentes que se les causa

indefensión ya que hasta ese momento no tenían conocimiento de la existencia de actuación alguna por parte del Tribunal de Cuentas.

Sin embargo, de una lectura del artículo 47 de la Ley de Funcionamiento se desprende que dentro de las actuaciones del Delegado

Instructor se encuentra la práctica de las diligencias oportunas en averiguación del hecho, de los presuntos responsables, y

posteriormente la celebración de la liquidación provisional del alcance, previa citación de los presuntos responsables, Ministerio

Fiscal y Letrado del Estado o, en su caso, legal representación de la entidad perjudicada. El Delegado Instructor debe practicar las

diligencias necesarias para preparar el ulterior procedimiento jurisdiccional y posteriormente, para garantizar los derechos de las



partes la Ley de Funcionamiento del Tribunal de Cuentas les concede una fase previa de audiencia que tendrá lugar en la celebración

de la liquidación provisional donde podrán examinar las actuaciones practicadas por el delegado instructor, hacer las alegaciones que

estimen oportunas y solicitar la práctica de alguna diligencia de prueba. Por tanto, es en esta fase donde las partes tienen

conocimiento del inicio de un procedimiento en el Tribunal de Cuentas y donde pueden alegar y solicitar lo que estimen oportuno

para la defensa de sus intereses, por lo que no puede hablarse de indefensión cuando con la citación para la práctica de la liquidación

provisional, precisamente, se está posibilitando su intervención en esta fase del procedimiento. Tampoco cabe admitir el argumento

de los recurrentes solicitando la nulidad de las actuaciones por no haberse practicado las diligencias por ellos propuestas, ya que

hasta la interposición de este recurso no se había solicitado prueba alguna de la Delegada Instructora. Pero, además, tampoco es éste

el momento en el que las partes pueden solicitar dicha prueba ya que no han tenido oportunidad de ver cuáles han sido las

actuaciones practicadas por la Delegada Instructora, y por tanto, habrá que esperar hasta la práctica de la liquidación provisional

para que esta solicitud pueda tener lugar.

QUINTO.- Por último, sólo resta hacer una breve referencia a la recusación de la Delegada Instructora por parte del recurrente D... Al

margen de la inadecuación del procedimiento utilizado, esta Sala de Justicia no puede por menos que señalar, que la simple inadmisión

de las pruebas solicitadas por el recurrente no es motivo suficiente para fundamentar una recusación cuyos motivos están tasados en

la Ley, sin que ninguno de ellos haya sido alegado y probado por su parte.

En atención a lo expuesto, y vistos los preceptos citados y demás de general aplicación,

LA SALA ACUERDA: Desestimar el recurso del artículo 48.1 de la Ley 7/1988 n° 38/96 interpuesto por D... y D... contra la Providencia

de 22 de marzo de 1996 dictada en las Actuaciones Previas n° 127/95, del Ramo de Trabajo y Seguridad Social, Cádiz. Sin costas.

Notifíquese la presente resolución a las partes, con la advertencia de que contra la misma no cabe recurso ordinario alguno, de

conformidad con lo establecido en el artículo 48.2 de la Ley 7/1988, de 5 de abril.

Así lo acordamos y firmamos.
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